
A partir de ahora, el credo de los neoliberales, 
la privatización, concierne no únicamente a cier-
tos servicios públicos, sino que alcanza también a 
los dominios militar y de seguridad, hasta el pre-
sente encomendados a la función generosa de los 
Estados.

En efecto, desde hace una veintena de años 
asistimos a la proliferación de empresas militares 
y de seguridad privada (EMSP) que recurren al 
mercenariado y ofrecen sus “servicios” tanto a los 
Estados o grupos armados de oposición como a 
las sociedades transnacionales (STN).

El paso de las armadas de reclutamiento a las 
armadas profesionales (sobre todo en Occidente) 
y la explotación (poro no decir pillaje) de las mate-
rias primas por las STN han igualmente favorecido 
la emergencia de estas entidades.

Motivadas por el afán de lucro, estas EMSP 
pueden ser utilizadas tanto para proteger a un 
dictador o apoyar un golpe de Estado como para 
reprimir las reivindicaciones sociales o democrá-
ticas. Ciertos miembros de estas entidades, reco-
nocidos como culpables de graves violaciones de 
los derechos humanos, raramente son persegui-
das en justicia y castigados. Es más, la comple-
ja forma administrativa de las EMSP (estructura 
transnacional, recurso a los subcontratos, etc.), 
como cualquier STN, les permite eludir todo con-
trol democrático y es extremadamente difícil esta-
blecer la cadena de responsabilidades en caso de 
violaciones de derechos humanos. 

Pese a estas abrumadoras constataciones, la 
mayor parte de los Estados tergiversan las medi-
das que es necesario tomar. Aunque algunos pre-
conizan reglas jurídicas estrictas y obligatorias, 
otros se contentan con los códigos de conducta 
voluntarios.

Pero la situación es grave. La forma contempo-
ránea de mercenariado, encarnada por las EMSP, 
amenaza el poder del Estado y erosiona su sobe-
ranía y su monopolio del uso de la fuerza. La ma-
yor parte de los Estados han cedido ya su poder 
en el dominio económico, dejan campo libre a las 
fuerzas del mercado. Dejar la función de la segu-
ridad y la defensa en manos de sociedades priva-
das sería extremadamente peligroso y conduciría 
al acabamiento del Estado de derecho.

Es a esta cuestión crucial y de una candente 
actualidad a la que dedicamos el presente núme-
ro. Tratamos de esclarecer una serie de cuestio-
nes vinculadas a las actividades de las EMSP.
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Contraportada
El 5 de mayo de 1981, Margaret Thatcher dejó 

morir de hambre en prisión a Bobby Sands, dipu-
tado de Irlanda del Norte y miembro del IRA, con-
denado por haber participado en un ataque a mano 
armada. Pedía, para él y sus camaradas, el estatu-
to de prisionero político, comprendido el derecho a 
la vestimenta civil. Ante la intransigencia británica, 
otros nueve prisioneros perecieron tras él en el curso 
de su huelga de hambre.

Denis O’Hearn, en esta apasionante biografía, 
construida a partir de testimonios directos y docu-
mentos auténticos, describe la determinación de la 
lucha de los prisioneros del IRA, que llegaron hasta 
el límite en su combate contra el imperialismo britá-
nico y su inhumano sistema carcelario.

Otro célebre prisionero retomó la enseña tras la 
muerte de Bobby Sands: Nelson Mandela, en su 
momento, se lanzó a una lucha idéntica cuyo des-
enlace fue menos dramático.

Presentamos aquí, por primera vez en lengua 
francesa, una biografía completa de uno de los más 
grandes héroes de la lucha por la liberación de Irlan-
da. En ella se exploran todos los aspectos de la acti-
vidad política, así como poética y literaria, de Bobby 
Sands en prisión.

Precio: CHF 29/19,50 €, 483 pagínas, ISBN: 978-2-880530-74-7, 

CETIM/Les Éditions de l’Epervier, octubre 2011.
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En colaboración con las Ediciones de l’Epervier, 
el CETIM ha decidido publicar este año un libro en 
francés que difiere un poco, en la forma – ya que se 
trata de una biografía – y no en el fondo, de lo que 
tiene por costumbre publicar. Se trata de la traduc-
ción de la obra de Denis O’Hearn titulada: Bobby 
Sands, jusqu’au bout. 

Estamos convencidos de la necesidad de publicar 
este libro, tanto por el importante trabajo de inves-
tigación realizado por el autor, como por el análisis 
político que contiene. Por otra parte, son pocos los 
libros publicados en francés sobre la situación nor-
irlandesa y la lucha anticolonial. Y, en fin, nos ha pa-
recido pertinente que el público francófono conozca 
la grandeza del gesto de Bobby Sands y sus cama-
radas ante la intransigencia británica en una lucha 
cuyo alcance, envergadura y condiciones en que se 
ha realizado son apenas conocidos.

Esta obra es mucho más que la biografía de un 
icono revolucionario. Es también una reflexión sobre 
el mundo carcelario “moderno”, es un homenaje a 
la resistencia de los pueblos oprimidos y a la crea-
ción e inventiva bajo la represión, a la solidaridad, 
al compromiso, a las utopías. Denis O’Hearn consi-
gue hacernos comprender que la acción de Bobby 
Sands y sus camaradas pertenece a la historia de la 
humanidad.

Todos estos elementos, y muchos otros que pue-
den descubrirse en este biografía, han prevalecido 
sobre nuestras limitaciones financieras y nos han 
llevado a traducir y publicar este libro, sin remunera-
ción. Es pues, también, la historia de un proyecto de 
publicación un poco ambicioso, devenido aventura 
colectiva.

ÚLTIMA PUBLICACIÓN 
DEL CETIM
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Mercenariados y derechos 
humanos: ¿Cuáles son los 
problemas? ¿Qué soluciones?

Según datos de la ONU, al menos una tercera 
parte de los Estados (¡) son o han sido afectados por 
las actividades de mercenarios en el curso de la his-
toria reciente. África es el continente más afectado.

Dada la presencia generalizada de las empresas 
militares y de seguridad privada (EMSP) junto a los 
ejércitos regulares o grupos armados no estatales, y 
de las numerosas violaciones graves de las que son 
culpables sin haber sido inquietadas, es crucial plan-
tear hoy en día la cuestión de su encuadramiento.

Por ello, el CETIM haciendo suya esta cuestión 
ha publicado un cuaderno titulado “Mercenarios, 
mercenariado y derechos humanos” y coorganiza-
do, con el Grupo por una Suiza sin Armada (GSsA), 
una conferencia pública titulada: “Armadas privadas, 
situación en Suiza y en el mundo”, el 17 de mayo 
de 2011 en Ginebra. Intervinieron en ella José Luis 
Gomez del Prado, miembro del Grupo de trabajo 
de la ONU sobre la utilización de mercenarios como 
medio de violar los derechos humanos y obstaculi-
zar el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre 
determinación; Vincent Chetail, profesor de derecho 
internacional en el IUHEID, Melik Özden, codirector 
del CETIM (y redactor del cuaderno) y Christophe 
Barbey, secretario del GSsA. Les recordamos que el 
cuaderno está disponible en nuestro sitio Internet, 
así como las intervenciones de los cuatro oradores 
en la conferencia.

El presente artículo reproduce largos extractos 
del cuaderno y las reflexiones presentadas durante 
la conferencia, Trata de responder a las siguientes 
cuestiones: ¿Cuál es la naturaleza de las actividades 
de las EMSP? ¿Quién las contrata? ¿Quiénes son 
los nuevos mercenarios? ¿Qué problemas plantean 
las EMSP? ¿Qué soluciones hay a nivel nacional, 
regional e internacional para controlarlas?, y en fin 
¿Cuál es la situación en Suiza?

Campos de actividades
Además de la participación directa en los con-

flictos armados, las EMSP proporcionan servicios 
tanto de guarda, de logística, de protección de las 
personas y puntos estratégicos, de déminage, de 
construcción de infraestructuras militares y de infor-
mación, como de formaciones dependientes de las 
fuerzas armadas gubernamentales, etc.

Estas sociedades son igualmente utilizadas por 
instituciones internacionales como la ONU o la Cruz 
Roja, y por organizaciones humanitarias (Care, Cari-
tas, entre otras).

La utilización de mercenarios se extiende a 
otras actividades ilícitas, como la trata de personas  
– migrantes o mujeres –, el tráfico de armas y mu-
niciones, el tráfico de estupefacientes, actos de 
desestabilización de gobiernos legítimos, acciones 
orientadas a controlar por la fuerza los recursos na-
turales (diamantes, petróleo, etc.).

Se observa igualmente la utilización de merce-
narios para actos de terrorismo. Se establece, por 
ejemplo, que los mercenarios hayan sido reclutados 
para cometer atentados contra las instalaciones ho-
teleras y turísticas en Cuba1.

¿Quién los contrata?
Son principalmente Gobiernos y sociedades 

transnacionales (STN) los que recurren al mercena-
riado cuando hay conflictos internacionales o inter-
nos. Ocurre que grupos armados de la oposición 
utilizan también a mercenarios.

¿Quiénes son estos mercenarios y 
estas EMSP?

Entre los años 1960 a 1980, los mercenarios es-
taban vinculados, por lo general, a un ejército gu-
bernamental. 

Este tipo de mercenariado finalizó para dar lugar 
a un mercenariado de empresa con una motivación 
meramente financiera que ofrece un amplio abanico 
de “servicios”. El Grupo de Trabajo del Consejo de los 
Derechos Humanos de la ONU sobre la utilización de 
los mercenarios como medio de violar los derechos 
humanos y obstaculizar el ejercicio del derecho de 
los pueblos a la libre determinación (a continuación 
Grupo de trabajo de expertos) propone la siguiente 
definición para estas entidades: “la expresión ‘em-
presas privadas de prestación de servicios militares 
o de seguridad’ engloba a aquellas empresas que se 
dedican a todo tipo de servicios de asistencia, se-
guridad, entrenamiento, abastecimiento y asesoría, 
es decir, desde el apoyo logístico no armado hasta 
el servicio de guardias armados que intervienen en 
operaciones militares defensivas u ofensivas”2

Las EMSP, cuyo mercado está principalmente 
dominado por empresas norteamericanas, británi-
cas y surafricanas, actúan en todos los continentes 

¡APOYEN AL CETIM!

Junt@s por la justicia 
social y los derechos 

humanos
¿Desea comprometerse con el CETIM? Nada 
más sencillo. Puede apoyar al CETIM de dife-
rentes maneras:
- como miembro de nuestra organización. 
Su adhesión constituye no solo una ayuda fi-
nanciera no despreciable para el CETIM, sino 
también y sobre todo, un gesto importante para 
apoyar nuestra acción en materia de promo-
ción de los derechos humanos.
- como voluntario. Necesitamos con frecuen-
cia ayuda para envolver nuestro boletín u otras 
publicaciones, para realizar traducciones o 
interpretaciones (francés, inglés, español) du-
rante las conferencias, para revisar diversos 
documentos y para archivarlos.
- mediante una donación o un legado. Es 
posible respaldar en todo momento la actividad 
del CETIM mediante donaciones, se trate de 
su actividad en general o de un sector particu-
lar de su acción. El CETIM es una asociación 
de utilidad pública. Las donaciones y los lega-
dos que recibe son deducibles de los impues-
tos para los residentes en Suiza.
- mediante unas prácticas. Para las personas 
que buscan una primera experiencia profesio-
nal en el ámbito de los derechos humanos o 
para los militantes de movimientos sociales 
que deseen conocer mejor el funcionamiento 
de los mecanismos de las Naciones Unidas de 
los derechos humanos, aceptamos interinos. 
Los periodos de prácticas coinciden con las se-
siones del Consejo de Derechos Humanos de 
la ONU (marzo-abril, junio y septiembre) o las 
del Comité Asesor (febrero y agosto).
- participando a las conferencias, a los de-
bates y a las campañas que organizamos 
transmitiéndolas en su organización.
- comprando o difundiendo nuestros libros.

Si desea estar informado sobre nuestras 
conferencias o publicaciones, puede consultar 
nuestra página Web www.cetim.ch, seguirnos 

en Facebook o contactarnos por mail para 
figurar en nuestra lista de envío: 

contact@cetim.ch 

L’Inde: une modernité controversée
Points de vue du Sud ?

Obra collectiva

Existe consenso, en este comienzo del siglo XXI, 
sobre la aplicación del estatuto de “potencia emer-
gente” a la India. Su relativa modernidad política 
– elecciones libres, alternativas y contrapoderes au-
tónomos – en un país fuerte, de 1.200 millones de 
ciudadanos, tiende a dar validez a su pretensión de 
encarnar “la mayor democracia del mundo”.
La vía económica que el país a emprendido desde 
comienzos de los años 1990, sin haber, sin embargo, 
hecho tabla rasa del pasado, reviste acentos neoli-
berales claramente afirmados. Este movimiento de 
reformas, que se ha traducido en una fuerte acele-
ración del crecimiento, responde asimismo a la am-
bición de la nación por “reencontrar su rango”. En 
busca de un orden multipolar ajustado y de un reco-
nocimiento internacional (en particular por parte de 
los Estados Unidos), la India oscila entre afirmación 
nacional y pragmatismo diplomático, independencia 
de acción y esfuerzos de integración.
La “India que brilla” tiene sin embargo sus sombras.  
Las contradicciones que la atraviesan frenan la po-
sibilidad de un desarrollo equilibrado. Las dinámicas 
de concentración de la riqueza prevalecen sobre los 
proyectos de redistribución. Se acentúan las distan-
cias entre ricos y pobres, entre las regiones, entre 
ciudades y campaña. Todo agravado por la fragmen-
tación por castas y comunidades religiosas, que a 
pesar de los cambios sigue siendo fuente de des-
igualdades y acrecienta el descontento de las masas 
excluidas.
Para “emerger” verdaderamente, la India debe-
rá superar los gravosos problemas sociales y 
medioambientales que pesan sobre su capacidad 
de desarrollo y afrontar los desafíos que plantea la 
democratización de su sociedad.

Precio: CHF 20 / 13 €, 186 pagínas, ISBN: 978-2-84950-313-3,

Ed. CETRI/Syllepse, 2011. Pedir ante el CETIM.
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jurídico reside más bien en la dificultad de aplicación 
de las normas de derecho internacional pertinentes 
en la materia” ha estimado durante la conferencia.

Para el Grupo de Trabajo de expertos, “El Docu-
mento de Montreux no remedia la ausencia de nor-
mas acerca de la responsabilidad de los Estados 
respecto a la conducta de las EMSP y de sus em-
pleados”13.

Entre las otras críticas del Grupo de Trabajo de 
expertos a este documento, cabe mencionar en con-
creto las siguientes14: 1) El Documento de Montreux 
hace recaer las responsabilidades principales en los 
‘Estados territoriales’ (Estados en los que actúan las 
EMSP) más que en los ‘Estados contratantes’ y los 
‘Estados de origen’; 2) El derecho internacional hu-
manitario solo se aplica durante los conflictos arma-
dos; 3) La ausencia, en este texto, de toda referencia 
a la obligación del Estado de proteger y aplicar el 
principio de deber de vigilancia; 4) No hay nada en 
este Documento que indique que los Estados deben 
velar por que se apliquen las leyes en vigor como las 
leyes penales, en particular, pero no solamente, la 
prohibición de la tortura y otras penas o tratamientos 
crueles, inhumanos o vejatorios, ni prescribe que las 
EMSP y sus empleados sean perseguidos en caso 
de infracciones graves; 5) El Documento solo se in-
teresa por los Estados territoriales, contratantes o de 
origen, y no menciona los países donde las EPMS 
contratan mano de obra sin a menudo consultar a 
los Gobiernos correspondientes; 6) El Documento 
tampoco prevé un sistema centralizado a nivel del 
Estado encargado de registrar todos los contratos 
firmados con las EMSP con vistas a aplicar normas 
comunes y de examinar los contratos.

El Grupo de Trabajo de expertos opina que “la 
lógica comercial de las EMSP parece haber sido el 
motor de este Documento [Montreux]” y que “el lo-
bby de este sector de actividad ha representado una 
parte activa en el proceso de la iniciativa”15

A pesar de los códigos de conducta adoptados, 
las violaciones de los derechos humanos de las que 
se acusa a las EMSP ya no se demuestran. Asimis-
mo, las EMSP han sido acusadas de saqueos de re-
cursos naturales “gracias a derogaciones obtenidas, 
las leyes nacionales ya no se aplican en el interior 
de las concesiones obtenidas en las zonas mineras, 
que ahora son zonas de vacío legal”.16

Las reglamentaciones 
internacionales restrictivas

A nivel internacional, un conjunto de tratados re-
glamenta las relaciones entre los Estados, en primeer 
lugar la Carta de la ONU, que prohíbe toda guerra de 
conquista y promueve, entre otras, relaciones amis-
tosas entre los Estados, basadas en la igualdad de 
derechos de los pueblos y en su derecho a la au-

todeterminación (art. 1.2). La Carta sólo autoriza el 
recurso a la fuerza “en caso de amenaza a la paz, 
de ruptura de paz y de acto de agresión” (capítulo 
VII, arts. 39 a 51) y únicamente cuando una serie de 
medidas, comprendida la mediación, han fracasado 
(art. 40). La Asamblea General de la ONU ha adop-
tado numerosas declaraciones y resoluciones que 
corroboran estos principios. Existen igualmente los 
dos Pactos Internacionales relativos a los derechos 
humanos, adoptados en 1966, dedican en su primer 
artículo común el derecho de los pueblos a la au-
todeterminación como derecho humano. Asimismo, 
dedican el derecho de los pueblos a disponer libre-
mente de sus riquezas y de sus recursos naturales” 
(art. 1.2).

Diferentes tratados mencionan específicamente 
la cuestión de los mercenarios o del mercenariado, 
ya sea el Protocolo I de los Convenios de Ginebra 
de 1949 (arículo 47) o el Convenio Internacional con-
tra el reclutamiento, la utilización, el financiamiento 
y la instrucción de mercenarios. Según el primero, el 
principal problema reside en el hecho de que defini-
ción es muy restrictiva y no es por ello operacional 
en el mundo contemporáneo. Y tampoco prevé la 
responsabilidad penal de las personas morales.17

En cuanto la a Convención Internacional contra el 
reclutamiento, la utilización, la financiación y la ins-
trucción de mercenarios, adoptada el 4 de diciem-
bre de 1989 por la Asamblea General de la ONU, 
es a la hora actual el único uy principal instrumento 
jurídico obligatorio a nivel internacional. Sin embar-
go, se resiente de dos inconvenientes: 1) no prevé 
ningún mecanismo de control; 2) el hecho de que 
la Convención sea firmada o ratificada por 32 Esta-
dos solamente (ninguna potencia, ni Estados Unidos 
ni los que recurren frecuentemente al mercenaria-
do lo ha ratificado) limita su campo de aplicación. 
Además, entre la adopción y la entrada en vigor de 
esta convención pasaron 12 años. La definición de 
mercenario, que figuraba en la Convención, se ha 
superado con la creación de las EMSP.

Puede recurrirse a dos órganos internacionales: 
1) La Corte Internacional de Justicia (CIJ) es el ór-
gano judicial principal de la Organización de las Na-
ciones Unidas. Todos los Estados Miembros de la 
ONU son automáticamente partes de su Estatuto 
(art. 93.1 de la Carta), pero la CIJ carece de jurisdic-
ción obligatoria, es decir, que no es competente para 
juzgar a un Estado que no la haya aceptado (art. 36 
y 37). La CIJ posee dos funciones principales: la 
contenciosa y la consultiva. En materia contenciosa, 
solo pueden recurrir a ella los Estados. Tratándose 
de la utilización de los mercenarios, la CIJ condenó 
a Estados Unidos por intervenir en los asuntos de 
soberanía de Nicaragua18. Aunque esta condena es 
ejemplar, como los conflictos armados directos entre 
los Estados son casi inexistentes, recurrir a la CIJ 
por actividades de mercenariado es potencialmente 
“inexplotable”.

2) El Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional (CPI) entró en vigor el 1 de julio de 2002. 
La CPI está facultada para ejercer persecuciones 
contra los individuos responsables de crímenes de 
guerra, crímenes contra la humanidad y crímenes de 
genocidio (art. 5 a 8). Aunque dichos crímenes hayan 
prescrito, la CPI no tiene competencia retroactiva y, 
por tanto, tendrá competencia únicamente respecto 
de crímenes cometidos antes del 1 de julio de 2002 
(art. 11.1). La Corte podrá ejercer su competencia 
únicamente con respecto a los crímenes cometidos 
después de la entrada en vigor del presente Estatuto 
respecto de ese Estado (art. 11.2)19.

Durante las negociaciones en torno a la adopción 
del Estatuto de Roma en 1998, la posibilidad de dar 
a la Corte Penal Internacional una competencia para 
tratar las actividades de mercenariado fue examina-
da antes de ser descartada20. Sin embargo, aunque 
el presente Estatuto de Roma no mencione expresa-
mente las actividades de los mercenarios, las per-
sonas o las EMSP se someterán a la justicia como 
cualquiera que cometa uno de los crímenes recogi-
dos en el Estatuto. La cualidad de mercenario será 
considerada como un agravante por la CPI. Además, 
cabe destacar que, en el momento actual, solo 114 
Estados han ratificado el Estatuto de la Corte. Por 
tanto, no puede aplicarse a nivel universal. Asimis-
mo, Estados Unidos, los que más utilizan EMSP, no 
la firmaron y escapan a la competencia de la CPI con 
sus acuerdos bilaterales.

¿Un convenio específico para las 
EMSP?

La Comisión de Derechos Humanos de la ONU 
ha adoptado en 2005 una resolución relativa a la 
creación de un grupo de trabajo sobre la utilización 
de mercenarios como medio de violar los derechos 
humanos e impedir el ejercicio del derecho de los 

pueblos a la autodeterminación. Como ha recordado 
M. Gómez del Prado, en nuestra conferencia pública, 
una de las misiones del citado Grupo de Trabajo de 
expertos es la elaboración de proposiciones concre-
tas, de normas, nuevas directivas generales o prin-
cipios fundamentales susceptibles de proteger los 
derechos humanos, en particular el derecho de los 
pueblos a la autodeterminación, haciendo frente a las 
amenazas actuales de los mercenarios o a las activi-
dades relacionadas con los mercenarios. En este es-
píritu, el Grupo de Trabajo de Expertos ha presentado 
a la 15ª Reunión del Consejo de Derechos Humanos 
(septiembre de 2010) un proyecto de convenio sobre 
las empresas militares y de seguridad privadas21.

El Grupo de Trabajo de Expertos precisa además 
que el objetivo de esta convención jurídicamente 
vinculante no es “prohibir meramente las EMSP, sino 
enunciar las normas internacionales mínimas para 
que los Estados partes reglamenten la actividad de 
estas empresas y de su personal”. Sin embargo, re-
comienda a los Estados “la prohibición de la subcon-
tratación de funciones intrínsecamente estatales, en 
virtud del principio del monopolio del Estados sobre 
el uso legítimo de la fuerza”

Compuesta por 6 partes y 49 artículos, el proyec-
to de Convención es el fruto de una amplia investi-
gación llevada a cabo por el Grupo de Trabajo de ex-
pertos en todos los continentes. Este proyecto prevé 
la creación de un Comité encargado de reglamentar, 
controlar y supervisar las actividades de las EMSP. 
Este proyecto debe ser examinado por un grupo de 
trabajo intergubernamental de composición ilimita-
da, creado para la ocasión por el Consejo de los De-
rechos Humanos durante un periodo de dos años. 
No obstante, la misión no es fácil ya que ciertos paí-
ses, sobre todo occidentales, se oponen22.

A nivel regional
El único instrumento regional específico y vincu-

lante que existe es la Convención para la eliminación 
del mercenariado en África, adoptada en 1977 por la 
Organización de la Unidad Africana (OUA, converti-
da en 1999 en Unión africana). Esta Convención, que 
entró en vigor en 1985, solo se aplica a los Estados 
africanos que la han ratificado. El punto fuerte de 
esta Convención es que prohíbe expresamente los 
mercenarios y el mercenariado (art. 6.c) y que lo ca-
lifica de crimen contra la paz y la seguridad en África 
(art. 1.3), ya sea cometido por un individuo, por un 
grupo, por una empresa, por un Estado o por el re-
presentante de un Estado (art. 1.2). También califica 
de infracción todo apoyo a las actividades de mer-
cenarios (art. 2).

Los dos reproches principales que se hacen a 
esta Convención son: i) trata exclusivamente la cues-
tión del despliegue extraterritorial de mercenarios y 

Situación de ratificación de la 
Convención international contra el 

reclutamiento de mercenarios

Arabia Saudita, Azerbaiyán, Barbados, Belarús, 
Bélgica, Camerún, Costa Rica, Croacia, Cuba, 
Chipre, Georgia, Guinea, Honduras, Italia, Li-
beria, Libia, Maldivas, Malí, Mauritania, Nueva 
Zelanda, Perú, Qatar, República de Moldova, 
Senegal, Seychelles, Surinam, Siria, Togo, Turk-
menistán, Ucrania, Uruguay, Uzbekistán.
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y son actualmente actores mundiales, que cuestio-
nan el poder coercitivo cuyo ejercicio incumbe ex-
clusivamente al Estado. Se estima que las EMSP 
estadounidenses y británicas, de un gran “profesio-
nalismo”, representan el 70% del mercado.
Entre los mercenarios se encuentran, presidiendo las 
estructuras de las EMSP, antiguos altos funcionarios 
entre los que hay altos responsables de los servi-
cios secretos e incluso antiguos ministros. También 
se encuentran antiguos oficiales sudafricanos, que 
han cometido crímenes contra la humanidad bajo el 
régimen del Apartheid, encargado actualmente de la 
formación de la policía iraquí3, así como personas 
sin empleo o antiguos policías y soldados en busca 
de empleo. Su salario varía, según la entidad que 
firme el contrato (EMSP titular o subcontratados), 
entre 1.000 y 11.000 dólares americanos por mes en 
un país en conflicto

Impunidad de las EMSP
De manera general, las EMSP y sus miembros 

gozan de impunidad en el marco de sus actividades. 
Como ejemplo, la ordenanza 17 promulgada el 27 de 
junio de 2004 por el Administrador de Autoridad Pro-
visional de la Coalición en Irak (Coalition Provisional 
Authority), Paul Bremer, otorgó la impunidad a las 
EMSP y a sus empleados4. A pesar de la anulación 
de este ordenamiento en 2010, un empleado de Xe 
(ex Blackwater) declaró recientemente a un periodis-
ta: “Somos intocables: si se nos acusa, la jerarquía 
nos repatría en el maletero de un coche...”5. Es pre-
ciso decir que el contrato de Blackwater fue revoca-
do por el Gobierno iraquí, tras los tiroteos a civiles 
de los empleados de esta EMSP que provocaron 17 
muertos y más de 20 heridos en la plaza Nissour en 
Bagdad el 16 de septiembre de 2007. Sin embargo, 
se cree que Estados Unidos siguió trabajando con 
Blackwater hasta septiembre de 2009.

Una situación análoga existe en Colombia don-
de ninguna violación cometida por personal militar 
americano o trabajadores privados (EMSP) que ac-
túen en el marco del Plan Colombia6 puede dar lugar 
a una investigación o a un juicio. Además, en virtud 
de un acuerdo establecido entre Colombia y Estados 
Unidos en 2003, el Gobierno colombiano no tiene la 
posibilidad de llevar a los tribunales a los miembros 
de las fuerzas armadas americanas y a los agentes 
privados que trabajan para EMSP que confesaron su 
responsabilidad en crímenes contra la humanidad7.

Como no tienen que rendir cuentas y no están so-
metidas a ningún control real, las EMSP “aumentan 
a menudo los riesgos de conflicto, fue el caso de los 
Balcanes, en Sierra Leona, en Liberia y en República 
Democrática del Congo, por ejemplo”8.

¿Qué soluciones?
El debate a nivel internacional gira actualmente 

en torno a dos concepciones: la autoreglamentación 
(por las SMSP) o la reglamentación obligatoria.

Los códigos de conducta voluntarios 
y el Documento de Montreux

Con el objetivo de tratar con las autoridades y de 
adquirir respeto internacional, las EMSP adoptan un 
discurso del Banco mundial sobre el Estado de dere-
cho y el “buen Gobierno”, y se dotan de códigos de 
conducta y de otras cartas éticas que afirman que 
solo trabajan con Gobiernos legítimos en el respeto 
de las legislaciones.

Podemos citar los dos códigos de conducta vo-
luntarios adoptados por la Asociación Británica de 
Empresas de Seguridad Privada (British Associa-
tion of Private Security Companies, BAPSC) y por 
la Asociación De Empresas de Seguridad Privada 
(International Peace Operations Association, IPOA) 
de 2005. El código de conducta internacional del 9 
de noviembre de 2010 es la última iniciativa de las 
EMSP hasta la fecha. Activamente sostenido y pro-
mocionado por Suiza, lo han firmado 211 socieda-
des hasta la fecha9. Estos códigos carecen de valor 
en cuanto a obligatoriedad, Su función es tranquili-
zar la opinión pública y mostrar una imagen de mo-
ralidad y de ética.

El Documento de Montreux sobre las obligacio-
nes jurídicas pertinentes y las buenas prácticas para 
los Estados, en lo que se refiere a las operaciones de 
las empresas militares y de seguridad privadas que 
actúan en conflictos armados (en adelante el “Docu-
mento de Montreux”), adoptado el 17 de septiembre 
de 2008 por 17 Estados10 constituye una operación 
particular. Ha sido redactado por los Estados y no es 
por tanto un instrumento jurídicamente obligatorio.
Impulsado por Suiza y el Comité Internacional de la 
Cruz Roja (CICR), el Documento de Montreux11 pre-
tende ser una respuesta ante la “creciente utilización 
de EMSP y ante la “demanda de aclaraciones de las 
obligaciones jurídicas pertinentes en relación con el 
derecho internacional humanitario y las normas de 
derechos humanos”. Según interpretan sus autores, 
los dos puntos esenciales que pone de relieve este 
documento son: “Por un lado, el hecho de confiar 
misiones a un contratante no exime al Estado de sus 
responsabilidades, por otro lado, los Gobiernos no 
deben dejar que los contratantes participen en ope-
raciones de combate”12.

Para el Profesor Chetail, el documento de Mon-
treux actúa como un instrumento pedagógico que 
viene a afirmar la existencia de un derecho interna-
cional eficaz y susceptible de aplicarse a las socie-
dades militares y de seguridad privadas. “El vacío 

permanece muda en cuanto al despliegue interno; 
ii) ningún Estado africano ha integrado completa-
mente las disposiciones de esta Convención en su 
legislación.

Los expertos de la ONU consideran que la Con-
vención de la OUA “no contempla correctamente” la 
cuestión de las EMSP23. Los Estados africanos han 
lanzado un proceso de revisión de dicha convención.

A nivel national
En la legislación de numerosos países, no se cri-

minalizan las actividades del mercenariado o de las 
EMSP. En otras, se autorizan pero no hay vigilancia 
propiamente dicha. Como puso de manifiesto el Gru-
po de Trabajo de expertos, la responsabilidad de los 
Estados y la de las EMSP es confuso. Este fenómeno 
ha tomado tales dimensiones que, haciendo abstrac-
ción de la voluntad política de los Estados, es extre-
mamente difícil vigilar las actividades de este medio, 
ya que no figuran en ningún registro internacional. 

¿Cuál es la situación en Suiza?
Una veintena de sociedades militares y de segu-

ridad privadas tienen actualmente su sede en Suiza.
Hasta hoy en día las EMSP no han sido sometidas 

a ningún régimen de autorización o registro obliga-
torios o legislación particular. En 2008, el Consejo 
Federal justificaba aún esta situación por el número 
juzgado “insignificante” de EMSP con base en Sui-
za, y por la cantidad “excesiva” de controles que ha-
bría que establecer24. Además, el Consejo Federal 
consideraba sin importancia el riesgo de que se pro-
dujesen incidentes susceptibles de repercutir sobre 
la política exterior de Suiza o sobre su neutralidad. 
El Consejo Nacional (Parlamento suizo) había se-
guido de cerca la cuestión y rechazado una moción 
pidiendo la creación de un régimen de autorización 
(licencia) de las EMSP25. El Consejo Federal ha pri-
vilegiado siempre una reglamentación interna de las 
SMSP, sosteniendo activamente el Documento de 
Montreux y el Código de Conducta Internacional 
(presentados en la página 3).

El establecimiento en la primavera de 2010 de la 
sociedad británica Aegis Group Holding AG, en Basi-
lea, seguido de la presentación de varias mociones de 
la Comisión de la Política de Seguridad, ha obligado 
al Consejo Federal a reevaluar su política. Recorda-
mos que Aegis es una de las más importantes EMSP 
del mundo, con más de 20.000 hombres en Iraq y en 
Afganistán contratados mayoritariamente por el De-
partamento de Defensa de los Estados Unidos.

El 12 de octubre último el Consejo Federal ha 
presentado a consulta un proyecto de ley sobre las 
prestaciones de seguridad privadas proporcionados 
al extranjero26. Los debates están curso. El CETIM no 
dejará de dar su opinión sobre este proyecto de ley.
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